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	E383-10-11

PROYECTO DE LEY

El  Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

LEY

ARTÍCULO 1º: Sustitúyase el artículo 74 del Código Procesal Contencioso Administrativo, Ley 12.008 y sus modificatorias, el que quedará redactado, de la siguiente manera:

"IMPUGNACION DE RESOLUCIONES DE COLEGIOS O CONSEJOS PROFESIONALES

Artículo 74: Las pretensiones que tengan por objeto la impugnación de los actos administrativos definitivos de los Colegios o Consejos Profesionales, a cuyo cargo estuviere el gobierno de la matrícula o registro de profesionales, tramitará por el proceso instituido en el presente Capítulo, sin perjuicio de la aplicación supletoria de las restantes normas del presente Código. 

Serán de aplicación las siguientes reglas procesales: 

a.
La demanda deberá interponerse por escrito, directamente ante el juez en lo contencioso-administrativo, dentro de los sesenta (60) días, contados a partir del día siguiente al de la fecha de notificación del acto cuestionado. En lo pertinente, el escrito deberá reunir los requisitos establecidos en el artículo 27 del presente Código. La pretensión deberá interponerse ante los juzgados competentes según lo dispuesto en el artículo 5, inciso 2), apartado b. 

b.
Dentro de los cinco (5) días de presentada la demanda se requerirá, por oficio dirigido a la autoridad superior del ente correspondiente, la remisión de los antecedentes administrativos, que deberá efectuarse dentro de los diez (10) días de notificada. En caso de incumplimiento del deber de remisión, se aplicará lo dispuesto en el artículo 30 inciso 2) del presente Código. 

c.
Cumplido el trámite previsto en el apartado anterior, el juez conferirá traslado por diez (10) días al ente demandado. Contestado el traslado o expirado el plazo respectivo, se llamará autos para sentencia. 

d.
Si hubiere hechos controvertidos, la causa será abierta a prueba por un plazo no mayor de quince (15) días.

e.
Vencido dicho plazo el juez, llamará autos para sentencia, la que deberá ser dictada dentro del plazo de treinta (30) días.

Las reglas del presente Capítulo serán de aplicación a todos los procedimientos previstos por las leyes de creación de los Colegios o Consejos Profesionales u otras normas similares, en materia de impugnación judicial contra:

a.
Los actos que decidan la suspensión, cancelación o denegación de la inscripción en la matrícula correspondiente. 

b.
Los actos mediante los que se impongan sanciones en los supuestos contemplados por las normas de aplicación. 

c.
En general, los actos de gravamen emanados de aquellos entes.

ARTICULO 2°: Modificase el artículo 74 bis del Código Procesal Contencioso Administrativo, Ley 12.008 y sus modificatorias, el que quedara redactado de la siguiente manera:

Artículo 74 bis: disposición transitoria: las pretensiones anulatorias de los actos administrativos definitivos emanados de los Colegios o Consejos Profesionales referidos al gobierno de la matrícula o registro de profesionales y/o control disciplinario de los mismos y los definitivos emanados de los órganos de control disciplinario, que tramitan bajo el régimen del anterior artículo 74 del Código Contencioso Administrativo (texto según Ley 13.325), quedarán suspendidas en su trámite cualquiera sea su estado. Las Cámaras en lo Contencioso Administrativo departamentales intervinientes, deberán en el plazo de sesenta (60) días hábiles desde la sanción de la presente ley, remitir las actuaciones a la Receptoria General de Expedientes correspondiente a fin de llevar a cabo el sorteo para la designación del juzgado contencioso administrativo de primera instancia que entenderá en lo sucesivo. El juzgado designado, deberá adecuar en un plazo de treinta (30) días hábiles, el procedimiento conforme las disposiciones de la presente ley.  

ARTICULO 3°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.


	CAPITULO III

 

IMPUGNACIONES ESPECIALES CONTRA RESOLUCIONES

 

DE COLEGIOS O CONSEJOS PROFESIONALES Y

 

DE CAJAS DE PREVISION SOCIAL DE PROFESIONALES

 

ARTICULO 74º : (Texto según Ley 13325) Impugnación de resoluciones de Colegios o Consejos Profesionales.

Las pretensiones que tengan por objeto la impugnación de actos administrativos definitivos emanados de los Colegios o Consejos Profesionales referidos al gobierno de la matrícula o registro de profesionales y/o control disciplinario de los mismos y los definitivos emanados de los órganos de control disciplinario, tramitarán mediante recurso directo ante las Cámaras Departamentales en lo Contencioso Administrativo que corresponda al lugar donde se produjo el hecho que motivó el acto cuestionado a los fines de establecer el debido control de legalidad de aquéllos. El plazo para deducir el recurso será de quince (15) días a partir de la notificación de la última resolución administrativa y deberá interponerse ante el Organo Colegial que dictó el acto administrativo. El recurso tendrá efectos suspensivos y deberá ser fundado en el mismo acto.

El Organo Colegial pertinente deberá remitir el recurso juntamente con las actuaciones administrativas, dentro de los diez (10) días hábiles de recibidos, bajo exclusiva responsabilidad de las autoridades de la Institución, quienes serán pasibles de multas procesales en caso de incumplimiento.

Recibidas las actuaciones, la Cámara deberá llamar autos para sentencia y dictará el fallo definitivo dentro del plazo de sesenta (60) días.

En caso de denegarse la concesión del recurso por parte del Organo Colegial, el recurrente podrá interponer recurso de queja ante la Cámara competente dentro del plazo de cinco (5) días de notificado de la denegatoria. Con la queja deberá adjuntarse copia de la sentencia recurrida y del escrito recursivo. La Cámara podrá requerir las actuaciones administrativas, las que deberán ser remitidas por la Autoridad Colegial dentro del plazo de cinco (5) días hábiles, bajo el apercibimiento antes previsto. La remisión de las actuaciones administrativas tendrá efectos suspensivos respecto de la sentencia dictada por el Organo Colegial.

 

ARTICULO 74 bis.- (Artículo incorporado por Ley 13325) Disposición Transitoria: Las pretensiones anulatorias de los actos administrativos definitivos emanados de los Colegios o Consejos Profesionales referidos al gobierno de la matrícula o registro de profesionales y/o control disciplinario de los mismos y los definitivos emanados de los órganos de control disciplinario, iniciadas bajo el régimen del anterior artículo 74 del Código Contencioso Administrativo (texto según Ley 13.101), quedarán suspendidas en su trámite cualquier sea su estado y se adecuarán al procedimiento recursivo establecido en la presente ley. A tal fin, el Juzgado formulará el requerimiento correspondiente concediendo al accionante un plazo de treinta (30) días para la presentación del recurso.

Producida la adecuación dentro del plazo acordado, el expediente será elevado a la Cámara competente para la decisión definitiva. En el supuesto que el requerido no diere cumplimiento a la adecuación, se declarará extinguido su derecho, devolviéndose la causa al Colegio o Consejo Profesional. En cualquier caso, las costas se impondrán en el orden causado.

 

 

ARTICULO  75º :  (Texto según Ley 13101) Impugnación de resoluciones de las Cajas de Previsión Social de Profesionales.

 

1.  1.  Las pretensiones que tengan por objeto la impugnación de los actos administrativos definitivos emanados de los órganos superiores de las Cajas de Previsión Social de Profesionales, tramitarán por las normas del proceso ordinario, sin perjuicio de la opción prevista en el Título II, Capítulo I del presente Código.

 

2.  2.  La pretensión deberá interponerse dentro del plazo establecido en el artículo 18° del presente Código, si el interesado hiciere la opción por el proceso ordinario, o dentro de los sesenta (60) días de notificado el acto que agota la vía administrativa si hiciere la opción dispuesta en el inciso anterior. Serán competentes los juzgados contecioso ad,ministrativos según lo dispuesto en el artículo 5°, inciso 2), párrafo b.
 




FUNDAMENTOS

HONORABLE SENADO: La modificación que se propone en el presente proyecto se refiere al procedimiento establecido en el artículo 74 del Código Procesal Contencioso Administrativo de la Provincia de Buenos Aires en cuanto a la regulación de las impugnaciones contra las resoluciones de los Colegios o Consejos Profesionales.

Sabido es que los Colegios y Consejos Profesionales son órganos de derecho publico no estatal y que tienen, entre sus funciones la regulación de la matricula, cumpliendo a través del control disciplinario, una trascendental función publica. Sin perjuicio de ello, sus resoluciones tienen carácter administrativo.

El procedimiento actualmente vigente prevé, respecto de dichas resoluciones, un recurso directo de legalidad ante las Cámaras en lo Contencioso Administrativo departamentales, las que, luego de recibir las actuaciones llaman autos para sentencia sin mediar sustanciación alguna.

Este mecanismo, resulta violatorio de la garantía de la defensa en juicio, del debido proceso y de la tutela judicial efectiva contemplados en diversas normas internacionales, nacionales y locales.  

La Convención Americana sobre Derechos Humanos -"Pacto de San José de Costa Rica"-, al que nuestro país ha adherido y sobre el que pesa consecuentemente una responsabilidad internacional, que tiene jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional,) consagra en su art. 8.1 el derecho de toda persona a ser oída por un juez o tribunal competente "independiente e imparcial", protección judicial concreta que se reitera en el art. 25, al asegurar a toda persona la sustanciación de un proceso judicial. En el mismo sentido, el artículo 18 de nuestra Carta Magna Nacional proclama la obligatoriedad de la garantía de la defensa en juicio y, la Constitución Provincial en sus artículos 15 y 166 asegura asimismo la tutela judicial continua y efectiva y el acceso irrestricto a la justicia.  

Por su parte, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, ya se ha expedido, en varias ocasiones, sobre las potestades jurisdiccionales de los órganos administrativos condicionándolas de manera indefectible al posterior control judicial suficiente y efectivo desde el celebre precedente "Fernández Arias, Elena y Otros c/ Poggio, José s/Sucesión" (CSJN, fallo del 19/9/60, Publicado en La Ley 100, 58), en tanto el Poder Judicial es el único órgano constitucionalmente autorizado para dictar resoluciones finales en cuanto a los hechos y al derecho controvertidos.

El Código Procesal Contencioso Administrativo de la Provincia de Buenos Aires, aprobado por ley Nº 12.008 y modificatorias, veda expresamente cualquier posibilidad de sustanciación del recurso, limitando los alcances de la revisión únicamente a los aspectos de la legalidad de la resolución administrativa, colocando al órgano administrativo en único juez de los hechos de la causa.

Los principios constitucionales de razonabilidad y prohibición de arbitrariedad en conexión con el postulado de la división de poderes conducen a que en el derecho argentino no existan actos discrecionales inmunes al control de los jueces. El Poder Judicial se afirma como el principal custodio de las libertades y demás derechos e intereses individuales y colectivos. Al controlar el ejercicio de poderes discrecionales de la Administración los jueces deben revisar y verificar, plenamente, la materialidad y exactitud de los hechos y del derecho. La observancia del principio de la tutela judicial efectiva así lo impone. Que las cuestiones de hecho no sean susceptibles de revisión judicial choca claramente con los principios de nuestro sistema judicialista, que prescriben la revisión judicial plena de toda la actividad administrativa, con amplitud de debate y prueba (el llamado control judicial suficiente), mas aun siendo que en el caso, se trata de órganos públicos no estatales.

La revisión por los jueces no puede quedar reducida, consecuentemente, a la evaluación de la correcta aplicación de las normas jurídicas por el organismo administrativo, sino que, teniendo en cuenta que los procesos judiciales se integran, al menos en una instancia, con la faz de "hecho" y de "derecho", esa revisión ha de penetrar el examen de los hechos, aspecto esencial que no puede ventilarse solamente en la orbita administrativa sin que los principios precedentemente expuestos queden transgredidos. Por lo demás, una indebida fijación de los hechos no puede ser subsanada con una acertada selección de normas jurídicas porque seria equivocado el presupuesto de que entonces se habría partido en el acto de juzgar ("López de Reyes Maria Consuelo c/Instituto Nacional de Previsión Social" CSJN).

Es para evitar abusos y mantener el equilibrio de frenos y contrapesos que entraña la división de poderes que ha de haber un poder (en sentido orgánico) que controle el ejercicio de la actividad administrativa. En nuestro sistema constitucional, esa función no la puede cumplir otro poder que no sea un poder judicial independiente. A su vez, la función de juzgar a la Administración que compete a los jueces es plena. De lo contrario, la balanza de poderes se inclinaría a favor del Ejecutivo al ejercer una porción del poder con franquía absoluta, exenta de control judicial. Una posición institucional de tal naturaleza no enfrentaría obstáculo alguno para dictar actos arbitrarios en detrimento de la libertad y demás derechos de los ciudadanos lo cual no puede ser admitido.

Sustraer de la revisión judicial el análisis de los hechos aparece como una reticencia  incompatible con el ejercicio pleno por parte del poder judicial del control que se le ha asignado. 

El legislador reformista, no tuvo en cuenta dicha premisa. Es por ello que se propone modificar la redacción actual del art. 74 del Código Contencioso Administrativo, texto según leyes Nº 13.325 y 13.329, tal como lo sugiere la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, en su reciente fallo "G.D.P. c/ Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires" volviendo a la redacción anterior, prescripta por la ley 13.101, que prevé una revisión judicial plena en cumplimiento de la manda constitucional.

Por todo lo expuesto, solicito a los Sres. Senadores acompañen con su voto afirmativo el presente proyecto de Ley.
